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Panel integrado por su presidente el Juez Figueroa Cabán, la Juez 

Birriel Cardona y la Juez Nieves Figueroa.  
 

Nieves Figueroa, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

 

 En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

 Comparecen ante nosotros el señor Ángel García Troche y su 

esposa Idalia Bonilla Vega (en adelante “apelantes”), mediante 

recurso de apelación.  Solicitan la revocación de la Sentencia a través 

de la cual el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Mayagüez (en 

adelante “TPI”), desestimó con perjuicio la Demanda en cobro de 

dinero que presentaron contra el señor Eric Adolfo Irizarry Otaño, la 

señora Lizandra Irizarry Otaño y la señora Ignacia Otaño Cuebas (en 

adelante “apelados”). 

 Examinado el recurso presentado, así como el derecho 

aplicable, acordamos confirmar la Sentencia apelada. 

I. 

 Surge del expediente ante nuestra consideración que, el 28 de 

julio de 2015, los apelantes presentaron una Demanda en cobro de 

dinero al amparo de la Regla 60 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V, en contra de los apelados, todos miembros de la Sucesión del 

causante Adolfo Irizarry De León.  Alegaron que, por medio de un 
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documento privado con fecha de 11 de mayo de 2006, el causante 

había reconocido cierta deuda por concepto de honorarios de 

abogado ascendiente a $6,000.00.  Según la Demanda, el causante 

se había obligado a satisfacer la deuda con el dinero que recibiera 

de la partición de herencia de su señora madre, lo cual ocurrió el 18 

de mayo de 2015, mas aún no se había saldado la misma.  Por tal 

razón, los apelantes solicitaron el pago a los herederos del causante. 

 El 11 de septiembre de 2015, los apelados presentaron su 

Contestación a Demanda, la cual aparece firmada únicamente por la 

señora Lizandra Irizarry Otaño quien indica que comparece por 

derecho propio.  En esencia, los apelados negaron las alegaciones 

formuladas en su contra.  Alegaron afirmativamente que 

desconocían la fecha en que se había adjudicado la partición de 

herencia de la madre del causante, que no existía tal deuda y que la 

reclamación está prescrita, entre otras defensas.  Además, los 

apelados presentaron una Reconvención en la que alegaron que “[l]os 

ancestros de la sucesión, le pagaron $4,000 al Lcdo. García Troche, 

de los cuales $1,000 fueron prestados al Lcdo. García Troche quien 

lo solicitó a Don Adolfo [el causante] para resolver un asunto 

personal de él (García [T]roche), pero dicho dinero no eran [sic] parte 

de los honorarios pactados con el Licenciado para el caso de 

Mercedes De León [madre del causante], por lo cual existía una 

obligación de reembolso por parte del Lcdo. García Troche con Don 

Venancio [padre del causante y quien prestó el dinero] y Don Adolfo 

Irizarry; la cual no efectuó. Al haber fallecido los ancestros de la 

sucesión de epígrafe, dicha obligación de reembolso existe 

actualmente con la sucesión de Adolfo Irizarry De León.”  Los 

apelados también reclamaron la cantidad de $150,000.00 por 

concepto de los daños y angustias emocionales sufridas por ellos y 

por el causante a consecuencia de las actuaciones del licenciado 

García Troche. 
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 El 7 de octubre de 2015, los apelantes presentaron su Posición 

ante Presentaciones de la Co-demandada Lizandra Irizarry Otaño.  

Alegaron que la co-demandada Lizandra Irizarry Otaño no podía 

comparecer por derecho propio en representación de los demás 

miembros de la Sucesión.  En cuanto a la Reconvención, los 

apelantes sostuvieron que esta no procedía en derecho pues la 

misma excedía los límites establecidos en la Regla 60 de 

Procedimiento Civil, supra.  Además, adujeron que cualquier 

reclamación en daños y perjuicios sobre el particular está prescrita. 

El 3 de noviembre de 2015, los apelados presentaron una 

Solicitud de Desestimación.  Alegaron que la Demanda está prescrita 

por haber transcurrido el término de tres (3) años que establece el 

Artículo 1867 del Código Civil, 31 LPRA sec. 5297, para que un 

abogado reclame el pago correspondiente a sus honorarios por 

servicios prestados.  Sostuvieron que la representación legal que 

brindó el licenciado García Troche al causante terminó el 12 de 

mayo de 2006, por lo que el término de tres años antes mencionado 

había expirado con creces. 

El 12 de enero de 2016, los apelantes presentaron una 

Oposición ante Pedido de Desestimación por Prescripción.  Alegaron 

que, aunque la deuda surgió como consecuencia de servicios legales 

prestados, “se convirtió por razón del acuerdo bilateral entre el 

causante y su acreedor en uno modificado de carácter personal, con 

las condiciones que estimaron convenientes derivadas de la buena 

fe contractual.”  Sostuvieron que el término prescriptivo que aplica 

es el de 15 años para acciones personales que establece el Artículo 

1864 del Código Civil, 32 LPRA sec. 5294, pues las partes acordaron 

que se pagaría la deuda una vez se adjudicara la herencia de la 

madre del causante, modificando así la deuda original. 

El 3 de junio de 2016, notificada y archivada en autos el 11 

de julio de 2016, el TPI emitió una Resolución y Orden en la que 
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declaró No Ha Lugar la Solicitud de Desestimación presentada por 

los apelados.  Además, ordenó la conversión del procedimiento a uno 

ordinario y remitió el caso a una Sala Superior. 

A pesar de que el TPI acababa de resolver la Solicitud de 

Desestimación presentada por los apelados, el 19 de agosto de 2016, 

estos presentaron una Solicitud para que se Actúe sobre Solicitud de 

Desestimación ante la Sala Superior.  Alegaron que el pasado 3 de 

noviembre de 2015 habían presentado una solicitud de 

desestimación por prescripción a la cual se habían opuesto los 

apelantes, mas el Tribunal aún no se había pronunciado sobre la 

misma. 

El 6 de septiembre de 2016, notificada y archivada en autos 

el 8 de septiembre de 2016, el TPI emitió una Sentencia en la que 

desestimó con perjuicio la Demanda presentada por los apelados, 

por entender que la misma está prescrita al presentarse luego de 

expirados los tres (3) años de concluida la representación legal del 

causante. 

Inconformes con dicha determinación, el 23 de septiembre de 

2016, los apelantes presentaron una Moción de Reconsideración.  

Alegaron que los apelados aprovecharon la conversión del caso a 

ordinario y su traslado a la Sala Superior para volver a presentar la 

solicitud de desestimación que ya había sido denegada en la Sala 

Municipal.  Además, reiteraron los argumentos esbozados 

previamente en su oposición a la solicitud de desestimación. 

Ello así, el 30 de septiembre de 2016, notificada y archivada 

en autos el 4 de octubre de 2016, el TPI emitió una Resolución en la 

que declaró Con Lugar la Moción de Reconsideración presentada por 

los apelantes y dejó sin efecto la Sentencia desestimatoria. 

Insatisfechos, el 14 de octubre de 2016, los apelados 

presentaron una Moción para que se Deje sin Efecto Resolución en 

Reconsideración, la cual fue declarada No Ha Lugar por el TPI 
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mediante Resolución emitida el 1 de noviembre de 2016, notificada 

y archivada en autos el 16 de noviembre de 2016. 

Luego de varios trámites procesales, el 31 de marzo de 2017, 

los apelantes presentaron una Demanda Enmendada.  Nuevamente 

alegaron que, por medio de un documento privado con fecha de 11 

de mayo de 2006, el causante había reconocido cierta deuda por 

concepto de honorarios de abogado ascendiente a $6,000.00.  Según 

la Demanda Enmendada, debido al estado de insolvencia del 

causante, este se había obligado a satisfacer la deuda con el dinero 

que recibiera de la partición de herencia de su señora madre, mas 

aún no se había saldado la misma.  Por tal razón, los apelantes 

solicitaron el pago a los herederos del causante quienes, según la 

Demanda Enmendada, habían aceptado y autorizado a su abogado 

a negociar la deuda.  Además, los apelantes sostuvieron que, 

aunque los apelados habían recibido el dinero correspondiente a la 

adjudicación de la herencia de la madre del causante, estos se 

habían negado a realizar el pago de la deuda. 

El 17 de abril de 2017, los apelados presentaron su 

Contestación a Demanda Enmendada.  En esencia, negaron las 

alegaciones formuladas en su contra y adujeron que no reconocían 

la existencia de una deuda.  Alegaron afirmativamente, entre otras 

defensas, que la reclamación está prescrita, que no existe tal deuda 

y que no reconocen la validez de la firma del causante en el 

documento privado del año 2006, pues este se encontraba 

sumamente enfermo y falleció tan solo dos meses después. 

El 11 de diciembre de 2017, los apelados presentaron una 

Solicitud de Sentencia Sumaria y Moción de Desestimación.  Alegaron 

que procedía la desestimación de la Demanda Enmendada por falta 

de parte indispensable pues, a pesar de que la deuda reclamada 

incluía el pago de honorarios por servicios prestados al señor 
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Venancio Irizarry, no se había incluido como parte demandada en el 

pleito a la Sucesión de este último. 

El 18 de enero de 2018, los apelantes presentaron una 

Oposición a Sentencia Sumaria y/o Desestimación.  Alegaron que el 

documento privado con fecha de 11 de mayo de 2006 se suscribió 

únicamente entre el causante y el licenciado García Troche.   

Adujeron que en ningún momento se hace referencia al señor 

Venancio Irizarry, ni a su sucesión.  No obstante, ante las 

alegaciones formuladas por los apelados, los apelantes entienden 

que existen controversias de hechos que envuelven aspectos de 

credibilidad, las cuales deben ser dirimidas por el TPI en una vista 

en sus méritos. 

El 8 de junio de 2018, notificada y archivada en autos el 11 

de junio de 2018, el TPI emitió la Sentencia apelada en la que 

concluyó lo siguiente: 

De los hechos que informa [sic] esta causa, surge 
que los demandantes, Lcdo. Ángel García Troche y su 
esposa, Idalia Bonilla Vega, reclaman a los 

codemandados miembros de la Sucesión de Don Adolfo 
Irizarry De León, la deuda reconocida por éste en un 

documento fechado 11 de mayo de 2006.  La deuda 
asciende a $6,000.00, por servicios legales 
profesionales prestados por el Lcdo. Ángel García 

Troche. Según la parte demandante, el pago de la deuda 
quedó subordinado a que el deudor recibiera su 

participación hereditaria en un caso sobre Partición de 
Herencia, Civil Número IAC1997-0404. La parte 
demandante expone que mantuvo comunicación formal 

con el abogado de la Sucesión. 
Por los fundamentos antes consignados, 

declaramos HA LUGAR a la solicitud formulada por la 

parte demandada, en consecuencia, se ordena la 
desestimación con perjuicio de la demanda. Se condena 

a la parte demandante al pago de las costas, gastos y 
honorarios de abogado por $500.00 a favor de la parte 
demandada. 

 

 Inconformes con la determinación del TPI, los apelantes 

acuden ante nosotros mediante el recurso de apelación de epígrafe, 

en el cual le imputan al TPI la comisión de los siguientes errores: 

PRIMERO: Erró el [TPI] al dictar sentencia 

sumaria desestimando la acción de epígrafe cuando 
existe una controversia de hechos sustancial la cual 
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impide el Tribunal disponga del presente caso por la 
vía sumaria. 

 
SEGUNDO: Erró el [TPI] al obviar el 

fundamento legal de tipo procesal ante su 
consideración según alegado en la solicitud de los 
demandados y que se circunscribe únicamente a la 

defensa afirmativa de naturaleza procesal en la falta 
de parte indispensable. 

 

TERCERO: Erró el [TPI] al desestimar el pleito 
considerando un fundamento legal que ya había sido 

dirimido por otros jueces en el mismo pleito 
habiéndose notificado Resoluciones al efecto. 
Determinaciones no controvertidas por los 

demandados ante el Tribunal Municipal ni ante el 
Tribunal Superior. 

 
CUARTO: Erró el [TPI] al negarle la 

oportunidad al demandante de probar su caso en 

corte, atentando así contra el derecho del 
demandante a un debido Proceso de Ley [sic], tanto 
en lo procesal como lo sustantivo. 

 

II. 

A. La Moción en Solicitud de Sentencia Sumaria 

Las Reglas 36.1 y 36.2 de Procedimiento Civil autorizan a los 

tribunales a dictar sentencia de forma sumaria si mediante 

declaraciones juradas u otro tipo de prueba se demuestra la 

inexistencia de una controversia sustancial de hechos esenciales y 

pertinentes. 32 L.P.R.A Ap. V, R. 36.1 y R. 36.2.  Para que el tribunal 

dicte sentencia sumariamente a favor de la parte demandante, esta 

podrá presentar su moción “en cualquier momento después de 

haber transcurrido veinte (20) días a partir de la fecha en que se 

emplaza a la parte demandada, o después que la parte contraria le 

haya notificado una moción de sentencia sumaria, pero no más 

tarde de los treinta (30) días siguientes a la fecha límite establecida 

por el tribunal para concluir el descubrimiento de prueba”. 32 

L.P.R.A Ap. V, R. 36.1.  Por el contrario, para que el tribunal dicte 

sentencia sumariamente a favor de la parte demandada, esta podrá 

presentar su moción “a partir de la fecha en que fue emplazada pero 

no más tarde de los treinta (30) días siguientes a la fecha límite 
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establecida por el tribunal para concluir el descubrimiento de 

prueba”. 32 L.P.R.A Ap. V, R. 36.2. 

“La sentencia sumaria es un mecanismo procesal 

extraordinario que tiene el propósito de facilitar la solución justa, 

rápida y económica de los litigios civiles que no presenten 

controversias genuinas de hechos materiales y, por tanto, no 

ameritan la celebración de un juicio en su fondo.” Mgmt. Adm. 

Servs. Corp. v. E.L.A., 152 DPR 599, 610 (2000).  Véase, además, 

Roldán Flores v. M. Cuebas Inc., 199 DPR ___ (2018), 2018 TSPR 

18, res. el 6 de febrero de 2018.  Llamamos hechos materiales a 

aquellos que pueden afectar el resultado de la reclamación, de 

conformidad con el derecho sustantivo aplicable. Bobé v. UBS, 198 

DPR ___ (2017), 2017 TSPR 67, res. el 2 de mayo de 2017; Ramos 

Pérez v. Univisión Puerto Rico, Inc., 178 DPR 200, 213 (2010).  La 

controversia sobre el hecho material debe ser real. Íd.  Al respecto, 

el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado que: 

[u]na controversia no es siempre real o 

sustancial, o genuina. La controversia debe ser de una 
calidad suficiente como para que sea necesario que un 
juez la dirima a través de un juicio plenario. La fórmula, 

debe ser, por lo tanto, que la moción de sentencia 
sumaria adecuadamente presentada sólo puede 

negarse si la parte que se opone a ella presenta una 
oposición basada en hechos que puedan mover a un 
juez a resolver a su favor. Si el juez se convence de que 

no existe una posibilidad de que escuchar lo que lee no 
podrá a conducirlo a una decisión a favor de esa parte, 

debe dictar sentencia sumaria. Íd.  
 

Procede dictar sentencia sumariamente únicamente cuando 

de los documentos no controvertidos surge que no hay controversias 

de hechos a ser dirimidas, no se lesionan los intereses de las partes 

y sólo resta aplicar el derecho. Corp. Presiding Bishop CJC of LDS 

v. Purcell, 117 DPR 714, 720 (1986).  “La sentencia sumaria sólo 

debe dictarse en casos claros, cuando el tribunal tenga ante sí la 

verdad sobre todos los hechos pertinentes.” Íd., pág. 121.  Si existe 

duda sobre la existencia de una controversia, debe resolverse contra 
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la parte que solicita que se dicte sentencia sumaria a su favor. 

Íd.  Este mecanismo es un remedio discrecional y su uso debe ser 

mesurado. Nissen Holland v. Genthaller, 173 DPR 503 (2007). 

Para derrotar la sentencia sumaria la parte promovida deberá 

presentar declaraciones juradas y documentos que controviertan los 

hechos presentados por la parte promovente. PFZ Props., Inc. v. 

Gen. Acc. Ins. Co., 136 DPR 881, 913 (1994).  Ésta no debe cruzarse 

de brazos pues, de hacerlo, corre el riesgo de que se acoja la solicitud 

de sentencia sumaria y se resuelva en su contra.  Ramos Pérez v. 

Univisión Puerto Rico, Inc., supra.  La parte promovida está obligada 

a contestar detallada y específicamente los hechos pertinentes que 

demuestren que existe una controversia real y sustancial que 

amerita dilucidarse en un juicio plenario. Íd. 

Cuando la solicitud de sentencia sumaria esté sustentada con 

declaraciones juradas o con otra prueba, la parte opositora no puede 

descansar en meras alegaciones, sino que debe proveer evidencia 

sustancial de los hechos que están en disputa. Ramos Pérez v. 

Univisión Puerto Rico, Inc., supra.  No obstante, “el sólo hecho de 

no haberse opuesto con evidencia que controvierta la presentada por 

el promovente no implica que necesariamente proceda la sentencia 

sumaria o que el promovente tenga derecho a que se dicte a su 

favor.” Corp. Presiding Bishop CJC of LDS v. Purcell, supra, pág. 

721. 

Para poder derrotar la solicitud de sentencia sumaria, el 

promovido podrá utilizar declaraciones juradas.  No obstante, no 

basta con presentar afirmaciones que son meramente conclusiones 

hechas sin conocimiento personal de los hechos. Ramos Pérez v. 

Univisión Puerto Rico, Inc., supra.  El promovido deberá establecer 

una controversia real de hechos sobre por lo menos uno de los 

elementos de la causa de acción, mediante la presentación de 

prueba que apoye alguna de sus defensas afirmativas o 
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estableciendo una controversia sobre la credibilidad de los 

testimonios jurados que presentó la parte promovente. Íd. 

Un tribunal al dictar sentencia sumaria, debe: (1) analizar los 

documentos que acompañan la moción que solicita la sentencia 

sumaria y los documentos incluidos con la moción en oposición, y 

aquellos que obren en el expediente del tribunal; (2) determinar si el 

oponente controvirtió algún hecho material o si hay alegaciones de 

la demanda que no han sido controvertidas o refutadas en forma 

alguna por los documentos. S.L.G. v. S.L.G., 150 DPR 171, 194 

(2000). 

Al momento de enfrentarse ante una solicitud de sentencia 

sumaria, el tribunal deberá presumir como ciertos los hechos no 

controvertidos que surjan de los documentos que acompañan la 

solicitud. PFZ Props., Inc. v. Gen. Acc. Ins. Co., supra, pág. 913.  Un 

tribunal no deberá dictar sentencia sumaria cuando: (1) existan 

hechos materiales controvertidos; (2) existan alegaciones 

afirmativas en la demanda que no han sido refutadas; (3) surja de 

los propios documentos que se acompañan con la moción una 

controversia real sobre algún hecho material, o (4) como cuestión de 

derecho no proceda.  Aunque el tribunal dictará sentencia sumaria 

a su discreción, como regla general, no es aconsejable resolver 

sumariamente casos complejos o que envuelvan cuestiones de 

interés público. Íd., pág. 913-914. 

También, un tribunal deberá declarar sin lugar una solicitud 

de sentencia sumaria cuando haya elementos subjetivos o de 

credibilidad y éstos constituyan un factor esencial en la resolución 

de la controversia presentada. Abrams Rivera v. E.L.A., 178 DPR 

914, 933 (2010); Carpets & Rugs v. Tropical Reps., 175 DPR 615, 

638 (2009).  Sin embargo, esto no impide la utilización del 

mecanismo de sentencia sumaria en reclamaciones que requieren 

elementos subjetivos o de intención, como pasa en un caso de 
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discrimen, cuando de los documentos a ser considerados en la 

solicitud de sentencia sumaria surge que no existe controversia en 

cuanto a los hechos materiales. López v. Miranda, 166 DPR 546 

(2005).  Al así actuar, el Tribunal Supremo ha sido consistente con 

la norma de que “la Regla 36 no queda excluida como cuestión de 

derecho de ningún procedimiento en particular”. Ramos Pérez v. 

Univisión Puerto Rico, Inc., supra, pág. 219 García López v. Méndez 

García, 88 DPR 363, 380 (1963). 

En todo caso, dado que una moción de sentencia sumaria 

ejerce un efecto importante en el litigio, independientemente del 

modo en que sea adjudicada por el tribunal de instancia, precisa 

que dicho foro determine “los hechos que han quedado 

incontrovertidos y aquellos que aún están en controversia”. 

Meléndez González v. Cuebas, Inc., 193 DPR 100 (2015). 

Con respecto a cómo ha de prepararse una solicitud de 

sentencia sumaria, la Regla 36.3 de Procedimiento Civil es 

diáfanamente clara: 

(a) La moción de sentencia sumaria será 
notificada a la parte contraria y deberá contener lo 

siguiente: 
(1) Una exposición breve de las alegaciones de 

las partes; 
(2) los asuntos litigiosos o en controversia; 
(3) la causa de acción, reclamación o parte 

respecto a la cual es solicitada la sentencia sumaria; 
(4) una relación concisa y organizada en 

párrafos enumerados, de todos los hechos esenciales y 
pertinentes sobre los cuales no hay controversia 
sustancial, con indicación de los párrafos o las páginas 

de las declaraciones juradas u otra prueba admisible en 
evidencia donde se establecen los mismos, así como de 
cualquier otro documento admisible en evidencia que se 

encuentre en el expediente del tribunal; 
(5) las razones por las cuales debe ser dictada 

la sentencia, argumentando el derecho aplicable, y 
(6) el remedio que debe ser concedido. 

(b) La contestación a la moción de sentencia 

sumaria deberá ser presentada dentro del término de 
veinte (20) días de su notificación y deberá contener lo 

siguiente: 
(1) Lo indicado en las cláusulas (1), (2) y (3) del 

inciso (a) de esta regla; 

(2) una relación concisa y organizada, con una 
referencia a los párrafos enumerados por la parte 
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promovente, de los hechos esenciales y pertinentes que 
están realmente y de buena fe controvertidos, con 

indicación de los párrafos o las páginas de las 
declaraciones juradas u otra prueba admisible en 

evidencia donde se establecen los mismos, así como de 
cualquier otro documento admisible en evidencia que se 
encuentre en el expediente del tribunal; 

(3) una enumeración de los hechos que no 
están en controversia, con indicación de los párrafos o 
las páginas de las declaraciones juradas u otra prueba 

admisible en evidencia donde se establecen los mismos, 
así como de cualquier otro documento admisible en 

evidencia que se encuentre en el expediente del 
tribunal, y 

(4) las razones por las cuales no debe ser 

dictada la sentencia, argumentando el derecho 
aplicable. 

(c) Cuando se presente una moción de sentencia 
sumaria y se sostenga en la forma provista en esta Regla 
36, la parte contraria no podrá descansar solamente en 

las aseveraciones o negaciones contenidas en sus 
alegaciones, sino que estará obligada a contestar en 
forma tan detallada y específica, como lo haya hecho la 

parte promovente. De no hacerlo así, se dictará la 
sentencia sumaria en su contra si procede. 

(d) Toda relación de hechos expuesta en la moción 
de sentencia sumaria o en su contestación podrá 
considerarse admitida si se indican los párrafos o las 

páginas de las declaraciones juradas o de otra prueba 
admisible en evidencia donde ésta se establece, a menos 
que esté debidamente controvertida conforme lo 

dispone esta regla. 
El Tribunal no tendrá la obligación de considerar 

aquellos hechos que no han sido específicamente 
enumerados y que no tienen una referencia a los 
párrafos o las páginas de las declaraciones juradas u 

otra prueba admisible en evidencia donde se establecen. 
Tampoco tendrá la obligación de considerar cualquier 

parte de una declaración jurada o de otra prueba 
admisible en evidencia a la cual no se haya hecho 
referencia en una relación de hechos. 

(e) La sentencia solicitada será dictada 
inmediatamente si las alegaciones, deposiciones, 
contestaciones a interrogatorios y admisiones ofrecidas, 

en unión a las declaraciones juradas si las hay, u otra 
evidencia demuestran que no hay controversia real 

sustancial en cuanto a algún hecho esencial y 
pertinente y que como cuestión de derecho el tribunal 
debe dictar sentencia sumaria a favor de la parte 

promovente. 
El Tribunal podrá dictar sentencia sumaria de 

naturaleza interlocutoria para resolver cualquier 
controversia entre cualesquiera partes que sea 
separable de las controversias restantes. Dicha 

sentencia podrá dictarse a favor o en contra de 
cualquier parte en el pleito. 

Si la parte contraria no presenta la contestación 

a la sentencia sumaria en el término provisto en esta 
regla, se entenderá que la moción de sentencia sumaria 

queda sometida para la consideración del tribunal. 32 
LPRA Ap. V, R. 36.3. 
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Sobre el particular, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

expresó lo siguiente: 

Según se desprende de lo anterior, el método 
recién implantado coloca sobre las partes, quienes 

conocen de primera mano sus respectivas posiciones, así 
como la evidencia disponible en el caso, el deber de 
identificar cada uno de los hechos que estiman 

relevantes, al igual que la prueba admisible que los 
sostiene. Se facilita, por lo tanto, el proceso adjudicativo 

al poner al tribunal en posición de evaluar 
conjuntamente las versiones encontradas para cada uno 
de los hechos refutados a la luz de las referencias a la 

prueba que alegadamente los apoya. Este sistema 
claramente agiliza la labor de los jueces de instancia y 

propende la disposición expedita de aquellas disputas 
que no necesitan de un juicio para su adjudicación. 

Es por ello que mediante estas nuevas 

disposiciones nuestro ordenamiento procesal 
expresamente le exige a la parte oponente examinar cada 
hecho consignado en la solicitud de sentencia sumaria y, 

para todos aquellos que considera que existe 
controversia, identificar el número del párrafo 

correspondiente y plasmar su versión contrapuesta 
fundamentada en evidencia admisible. La numeración no 
es un mero formalismo, ni constituye un simple requisito 

mecánico sin sentido. Por el contrario, tiene un propósito 
laudable, por lo que su relevancia es indiscutible y queda 
claramente evidenciada luego de una interpretación 

integral de las enmiendas acogidas en el 2009. De lo 
contrario, las enmiendas a la Regla 36 de Procedimiento 

Civil de 2009, supra, no tendrían valor práctico alguno.” 
Zapata Berrios v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414 (2013). 

 

En lo relativo al ejercicio de la facultad revisora de este 

Tribunal de Apelaciones sobre la procedencia de la sentencia 

sumaria, debemos utilizar los mismos criterios que el Tribunal de 

Primera Instancia. Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 308, 334 

(2004).  Además, en cuanto a la interpretación de la prueba 

documental, este Tribunal de Apelaciones se encuentra en la misma 

posición que el Foro de Instancia, por lo que podemos adoptar 

nuestro propio criterio al momento de evaluar la prueba. Rivera v. 

Pan Pepín, 161 DPR 681, 687 (2004).  A esos efectos y conforme a 

lo resuelto por el Tribunal Supremo en Meléndez González v. 

Cuebas, Inc., supra, “el foro apelativo intermedio tiene que cumplir 

con la exigencia de la Regla 36.4 de Procedimiento Civil y debe 
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exponer cuáles hechos materiales encontró que están en 

controversia y cuáles están incontrovertidos.” 

B. Término Prescriptivo para Reclamar el Pago de Honorarios 
de Abogado 

 

El Artículo 1861 del Código Civil de Puerto Rico establece que 

las acciones prescriben por el mero transcurso del tiempo fijado por 

ley. 31 LPRA sec. 5291.  La existencia de los plazos prescriptivos 

dispuestos en ley responde a una clara política de lograr la solución 

expedita de las reclamaciones.  La prescripción castiga la inercia a 

la vez que estimula el pronto ejercicio de las acciones.  Mientras más 

cerca de su origen se entablen las reclamaciones se asegura que el 

transcurso del tiempo promueva esclarecimiento de la verdad en sus 

dimensiones de responsabilidad y evaluación de las cuantías 

reclamadas. Culebra Enterprises Corp. v. E.L.A., 127 DPR 943, 950 

(1991). 

El efecto práctico del transcurso del término prescriptivo es 

claro en el sentido de que quita al derecho del acreedor su fuerza 

coactiva, pues, este queda despojado de la causa de 

acción.  Extinguida la acción destinada a hacer valer el derecho 

resta tan solo entre las partes una obligación natural o moral que 

no se puede reclamar por la vía judicial. Cintrón v. E.L.A., 127 DPR 

582, 589 (1990). 

El Artículo 1867 del Código Civil, 31 LPRA sec. 5297, 

establece un término de prescripción de 3 años para las siguientes 

acciones pecuniarias: 

(1) La de pagar a los jueces, abogados, 
registradores, notarios, peritos, agentes y curiales, sus 

honorarios y derechos, y los gastos y desembolsos 
que hubiesen realizado en el desempeño de sus 
cargos u oficios en los asuntos a que las obligaciones 

se refieran. 
(2) La de satisfacer a los farmacéuticos las 

medicinas que suministraron; a los profesores y 
maestros sus honorarios y estipendios por la enseñanza 
que dieron, o por el ejercicio de su profesión, arte u 

oficio. 
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(3) La de pagar a los menestrales, criados y 
jornaleros el importe de sus servicios, y de los 

suministros o desembolsos que hubiesen hecho, 
concernientes a los mismos. 

(4) La de abonar a los posaderos la comida y 
habitación, y a los mercaderes el precio de los géneros 
vendidos a otros que no lo sean, o que siéndolo se 

dediquen a distinto tráfico. (Énfasis y subrayado 
nuestro.) 

  

En Culebra Enterprises Corp. v. E.L.A., supra, págs. 949-951, 

el Tribunal Supremo explicó el propósito de esta limitación temporal: 

El esquema estatutario de la prescripción 

extintiva en nuestro Código Civil está predicado en la 
co-existencia de un término genérico o de prescripción 

ordinaria y una serie de términos de prescripción 
extraordinaria. Para las acciones personales sin 
término, el ordinario es de quince (15) años. Artículo 

1864, 31 L.P.R.A. sec. 5294. [...] Además de la 
prescripción ordinaria, el Legislador señaló una serie de 

términos para distintas reclamaciones. Generalmente, 
con excepción de las acciones reales sobre bienes 
inmuebles y las hipotecarias, los de prescripción 

extraordinaria son mucho más cortos, a saber: [...]; tres 
(3) años para ejercer acciones en reclamación de 
servicios prestados, Artículo 1867, 31 L.P.R.A. sec. 

5297; [...]. 
Cada uno de estos períodos de prescripción 

extraordinaria es el resultado de un consenso entre los 
principios que fomentan la prescripción y las 
particularidades intrínsecas de cada una de esas 

acciones. Así, el plazo de [...] tres (3) años está 
fundado en que “es normal que los créditos a que se 
refiere se cobren sin dilación o en un tiempo muy 

breve”, porque son “deudas de la vida cotidiana, a 
cuya realización conviene que la Ley dé algún 

impulso, lo que justifica el acortamiento de los 
plazos.” Puig Brutau, op. cit., pág. 152. (Énfasis 
suplido.) 

 

III. 

Por estar íntimamente relacionados, discutiremos en conjunto 

los cuatro señalamientos de error.  Los apelantes alegan que el TPI 

se equivocó al desestimar la Demanda, pues entienden que existen 

controversias de hechos materiales que impiden disponer del caso 

por la vía sumaria.  Específicamente, aducen que la obligación de 

pago de honorarios de abogado sufrió una novación mediante 

acuerdo bilateral entre las partes y se convirtió en una obligación 

personal de crédito.  Por ello, entienden que el término prescriptivo 

aplicable es el de 15 años establecido en el Artículo 1864 del Código 
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Civil, supra, y no el de 3 años que provee el Artículo 1867 del Código 

Civil, supra. 

De otra parte, los apelantes sostienen que, aunque la solicitud 

de sentencia sumaria se presentó bajo el fundamento de falta de 

parte indispensable—lo cual entienden que el Tribunal no 

consideró—, el Tribunal optó por desestimar la Demanda por 

prescripción—asunto que entienden ya había sido adjudicado en 

dos ocasiones previas y los apelados no acudieron en revisión de 

dicha determinación.  En cuanto al asunto de falta de parte 

indispensable, los apelantes aducen que no es suficiente para 

provocar la desestimación de la Demanda, pues se puede subsanar 

dicho defecto incluyendo a las partes que faltan. 

Hemos estudiado detenidamente el expediente ante nuestra 

consideración.  Obra en el apéndice del recurso como anejo a la 

Solicitud de Sentencia Sumaria y Moción de Desestimación de los 

apelados una Moción de Renuncia de Representación Legal 

presentada por el licenciado García Troche el 3 de mayo de 2006 en 

el caso IAC1997-0404, en la cual informa sobre el fallecimiento del 

señor Venancio Irizarry y solicita se le releve de la representación 

legal de la parte demandante, lo cual incluía al señor Adolfo Irizarry 

de León.  También obra en el apéndice una Resolución del Tribunal 

en la que acepta dicha renuncia el 5 de julio de 2006.  Además, obra 

en el expediente una copia de un documento intitulado 

Reconocimiento de Deuda, el cual aparece firmado por el señor 

Adolfo Irizarry De León y el licenciado García Troche.  Lo único que 

se desprende de dicho documento es que el señor Adolfo Irizarry De 

León reconoce adeudarle $6,000.00 al licenciado García Troche por 

concepto de servicios legales prestados en el caso civil IAC1997-

0404, sobre partición de herencia.  Brilla por su ausencia expresión 

alguna relacionada la forma y manera en que se procedería a 

satisfacer la deuda, ni que su pago estuviera condicionado a que el 
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señor Adolfo Irizarry De León recibiera cierta cantidad de dinero en 

el futuro.  Tampoco se desprende que la deuda corresponda a otra 

persona, pues el señor Adolfo Irizarry De León reconoce 

expresamente ser el deudor. 

De los documentos antes mencionados no existe controversia 

sobre el hecho de que nos encontramos ante una simple obligación 

de pago por servicios legales prestados por el licenciado García 

Troche al señor Adolfo Irizarry De León, cuyo término prescriptivo 

es el de 3 años que provee el Artículo 1867 del Código Civil, supra.  

A diferencia de lo alegado por los apelantes, del documento de 

Reconocimiento de Deuda no se desprende ningún tipo de novación 

que convirtiera la deuda en una obligación personal de crédito.  Era 

la prerrogativa del señor Adolfo Irizarry De León decidir con qué 

dinero pagaría la deuda y la del licenciado García Troche decidir 

hasta cuándo esperaría para cobrar su acreencia.  Sin embargo, al 

decidir esperar a cobrar la deuda cuando el señor Irizarry recibiera 

el dinero correspondiente a la partición de herencia de su madre, el 

licenciado García Troche asumió el riesgo de que prescribiera el 

término para hacer efectiva su acreencia por la vía judicial—tal como 

ocurrió en este caso. 

Asimismo, es cierto que los apelados presentaron su Solicitud 

de Sentencia Sumaria y Moción de Desestimación bajo el fundamento 

de falta de parte indispensable, mas el Tribunal resolvió desestimar 

la Demanda por la reclamación estar prescrita.  Recordemos que los 

tribunales tienen que ser guardianes de su jurisdicción revisora, 

aun cuando ninguna de las partes la haya cuestionado. Horizon 

Media Corp. v. Junta Revisora, 191 DPR 228 (2014).  Además, el 

Tribunal Supremo ha resuelto que el juez dará a las partes aquello 

a lo que tienen derecho, aunque no haya sido perfectamente 

solicitado.  A tales efectos, en Miramar Marine v. Citi Walk, 198 DPR 

684, 698-699 (2017), el Tribunal Supremo expresó lo siguiente: 
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La Regla 42.4 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 
indica que "[t]oda sentencia concederá el remedio a que 

tenga derecho la parte a cuyo favor se dicte, aun cuando 
[e]sta no haya solicitado tal remedio en sus 

alegaciones". Asimismo, la Regla 71 de Procedimiento 
Civil, supra, sostiene que "[c]ualquier defecto en la 
denominación del pleito o en la súplica del remedio, no 

será óbice para que el tribunal conceda el remedio que 
proceda de acuerdo con las alegaciones de la prueba. 
Esta regla se debe a que en reiteradas ocasiones hemos 

resuelto que los foros judiciales debemos hacer todo lo 
posible por resolver los casos que tengamos ante 

nosotros". Ortiz Rivera v. P.R. Tel Co., 162 DPR 715, 
723 (2004). Véase, además, López v. Meléndez, 143 DPR 
282, 292 (1997). En vista de lo anterior, resolvemos 

conforme a derecho y proveemos el remedio adecuado 
en ley, aunque la parte no lo solicitó. 

 

Por eso, estudiado el argumento de falta de parte 

indispensable, concluimos que el mismo carece de méritos pues los 

apelados no lograron demostrar que la deuda también era del señor 

Venancio Irizarry.  No obstante, de la revisión de los documentos 

anejados a la Solicitud de Sentencia Sumaria y Moción de 

Desestimación de los apelados, así como la Oposición a Sentencia 

Sumaria y/o Desestimación de los apelantes, es forzoso concluir que 

la reclamación de los apelantes está prescrita por haber 

transcurrido con creces el término de 3 años que provee el Artículo 

1867 del Código Civil, supra, para exigir su pago, contado a partir 

del momento en que el licenciado García Troche dejó de prestar sus 

servicios al señor Adolfo Irizarry De León. 

Finalmente, tampoco procede el argumento de los apelantes a 

los efectos de que el TPI estaba impedido de desestimar la Demanda 

por prescripción porque ya se había negado a desestimar el pleito 

bajo dicho fundamento en dos ocasiones previas y los apelados 

nunca solicitaron revisión ante este Tribunal.  En esencia, los 

apelantes entienden que dicha determinación constituye la ley del 

caso.  Sin embargo, en el contexto de una denegatoria de expedición 

de un auto de certiorari, el Tribunal Supremo ha resuelto que ello 

“no implica la ausencia de error en el dictamen cuya revisión se 

solicita, ni constituye una adjudicación en los méritos”. Cacho Pérez 
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v. Hatton Gotay, 195 DPR 1, 10 (2016).  Por eso, a diferencia de lo 

alegado por los apelantes, el hecho de que los apelados no hayan 

acudido ante este Tribunal para que revisara cierta determinación 

interlocutoria, no significa que dicho dictamen constituya la ley del 

caso. 

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

Sentencia apelada. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


